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El servicio público 
de la justicia: 
actualidad 
y perspectivas 
José-Manuel Canales Aliende 
I. Introducción y planteamiento 
general 
firmar de entrada que la justicia 
está de moda en la opinión pública 
y en los medios de comunicación 
de nuestro país, se ha convertido por diversas 
razones en un tópico. 
Ahora bien, intentar a pesar de la coyuntura 
presente, reflexionar sobre su situación actual, 
problemas y perspectivas, es cuestión diferente, 
aunque complicada, y es lo que se va a intentar 
básicamente en estas líneas, colaborando sin du- 
da a lo que parece necesario en el momento ac- 
tual: abrir un debate sobre nuestro sistema 
político en orden a la mejora del mismo, y ello 
para la contribución al perfeccionamiento de 
nuestra democracia. 
El título de este artículo pienso que es de por 
sí ya expresivo, puesto que en lugar de hablar, 
como se hace tradicionalmente, de poder judi- 
cial, justicia o jueces, se ha preferido hablar de 
servicio público de la justicia. 
El fundamento de la opción por este título se 
debe, esencialmente, a tres razones: en primer 
lugar, al hecho de entender que la problemática 
de la justicia no es algo aislado, sino que por el 
contrario debe incluirse y contemplarse en un 
contexto mucho más amplio, cual es el de la mo- 
dernización del Estado y de sus instituciones, lo 
que implica una mejor calidad en las prestacio- 
nes y servicios públicos; en segundo lugar, por- 
que es muy común identificar la justicia persona- 
lizándola y patrimonializándola, incluso, con 
uno de sus actores, el cual, aunque importante, 
no es el único, que son precisamente los jueces, 
con el injusto olvido de muchos otros actores 
intervinientes en el proceso; y en tercer lugar, 
porque el poder judicial y la justicia no es un fin 
en sí mismo, sino que es un medio, ya que en 
última instancia su justiticación y finalidad, co- 
mo la de cualquier otro servicio público, es la 
satisfacción de las demandas de los ciudadanos. 
La idea de la justicia creemos que conduce ine- 
xorablemente a una reflexión acerca de la limita- 
ción y la legitimación de los poderes públicos. 
Tradicionalmente, el tema del control y la res- 
ponsabilidad de los poderes públicos aparecía 
tratado como algo derivado del proceso de ins- 
titucionalización y consolidación constitucional 
del Estado de Derecho y de la consiguiente di- 
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visión entre los tres poderes clásicos de todo
Estado moderno. Y ello desde una perspectiva
científica predominantemente jurídica.
Ahora bien, no obstante lo anterior, el trata-
miento liberal democrático, y desde la perspec-
tiva jurídico-formal de la división de poderes,
olvidaba la realidad más amplia y compleja del
sistema político y de la sociedad en la que esta-
ban insertas las normas, cualquiera que fuese su
jerarquía, y configuraba al poder judicial en
principio como un poder arbitral, neutral y
equidistante de los otros dos. Sin embargo «los
estudios actuales ponen en evidencia que el Po-
der Judicial se ha convertido en la práctica en
un actor de primer orden en los sistemas
políticos al influir determinantemente en la for-
mulación y la ejecución de las políticas públicas,
limitando la actividad del Gobierno. Además,
jueces y tribunales tienen competencia y capaci-
dad para garantizar los principios sustantivos
de la democracia, y en muchos casos las senten-
cias establecen los parámetros del debate
político» (Manuel Sánchez de Dios, 1995: 130).
Pero también y abundando en lo anterior,
significaríamos que en el actual Estado Social o
de Bienestar, por un lado los sistemas políticos
se van a estructurar de forma esencialmente dis-
tinta. Éstos se fundan sobre la triple diferencia-
ción de Política, Administración y Público
(Niklas Luhmann, 1993: 62), en la que el tránsi-
to de una diferenciación bidimensional, da ori-
gen a otra tridimensional de la realidad política,
afectando profundamente a la división de pode-
res, dándole un nuevo significado (Luhmann,
1993: 63). Por otro lado y como consecuencia
de lo anterior, sin perjuicio de la validez de la
división de poderes y de sus instrumentos de
control, ésta exige además, con un carácter ne-
cesario y complementario, la legitimidad ciuda-
dana de origen y de ejercicio, o lo que es lo
mismo, la no disociación, sino la síntesis, entre
lo normativo y lo fáctico, entre la legalidad y la
eficacia.
Además de lo precedente, en particular, el po-
der judicial, como ha señalado recientemente
Clemente Auger (1995: 42), «tradicionalmente
considerado como un poder pobre, invisible y
mudo, una especie de tercer poder sometido a
la tutela condescendiente de los otros dos, sale
de la sombra, quebranta las defensas de la in-
munidad de los mandatarios públicos y las de-
fensas del dinero...; situación sin duda agravada
por la aparición del llamado “poder mediáti-
co” que tiende a subvertir las reglas de funcio-
namiento de la democracia representativa, mar-
ginando los cuerpos intermedios, partidos
políticos y sindicatos, en adelante obligados a
pasar por su canal para ser escuchados... La te-
levisión apenas se detiene en estas materias. Ne-
cesita del espectáculo. Toma en la actualidad
judicial, todo lo que es bueno para el espectácu-
lo, desdeñando lo que es impropio para el con-
sumo mediático. El tratamiento de los asuntos
judiciales por la televisión condiciona la opi-
nión pública y repercute necesariamente sobre
el funcionamiento de la justicia».
Así pues, el servicio público de la justicia y el
poder judicial como exponente máximo de la
misma, ha pasado de ser una institución esen-
cialmente burocrática de proyección casi exclu-
sívamente jurídica formal, a integrarse en un es-
pacio más abierto en el que por imperativos de
legalidad, debe interaccionar de forma política-
mente relevante con agentes de otros poderes y
muy intensamente, con la opinión pública (Per-
fecto Andrés Ibáñez, 1995: 4).
JI. Antecedentes y Situación
actual
e—
11.1) Antecedentes
Nuestra Carta Magna, vigente desde 1978
conforme al modelo clásico del constitucionalis-
mo moderno y como una consecuencia de la
instauración de la democracia en nuestro país,
estableció el principio de la división de poderes,
dándole curiosamente sólo tal denominación al
judicial y consagrándole el título VI (artículos
117 a 127), teniendo especial cuidado en que la
rúbrica «poder judicial» presidiera el título de-
dicado a la Administración de Justicia, con la
finalidad de poner de relieve tanto su indepen-
dencia de los demás poderes, como su singula-
ridad (Cazorla Pérez y Ruiz Robledo, 1992:
356).
Los tres principales aspectos de la regulación
constitucional, por cierto extensa en compara-
ción con el tratamiento dado a otras institucio-
nes, —lo que prueba una vez más la importan-
cia que le daban los constituyentes así como su
especial significado para la nueva democracia—
eran: a) la regulación del estatuto de los miem-
bros del poder judicial y en particular la ga-
rantia de su inamovilidad e independencia; b) la
creación ex novo, conforme al modelo italiano,
de un órgano colegiado de elección parlamenta-
ria, al menos parcialmente, para el gobierno de
los jueces; y c) la necesidad de la legitimidad
democrática, al señalar que la justicia emana del
pueblo, estableciendo unos cauces de participa-
ción ciudadana (especialmente eljurado y la ac-
ción popular).
Esta nueva regulación constitucional de la
justicia y del poder judicial iba a chocar, funda-
mentalmente, por un lado con una sociedad
civil española compleja y transformada notable-
mente en un contexto claramente de sociedad
postindustrial y anhelante de su pronta incor-
poración a las entonces Comunidades Euro-
peas, y por otro lado, con una realidad del ser-
vicio público de la justicia carente de medios
suficientes, configurado y actuando de acuerdo
con una «cultura» y una planta y normas pro-
cesales del siglo pasado, pensadas y aprobadas
para un sociedad y cultura plenamente rurales.
Aspectos éstos puestos de manifiesto detallada-
mente por diversos autores (especialmente por
Toharia, 1987).
Por otra parte, los miembros de la carrera
judicial y los demás actores integrantes y parti-
cipantes en el servicio público de la justicia, iban
a tener que acomodarse a la nueva realidad
política y normativa constitucional. Este
período quizás puede caracterizarse, como de
institucionalización y de reflexión interna acerca
de cuál era su papel en el nuevo sistema político,
no prestando demasiada importancia ni audien-
cia a la opinión pública ni a las diversas instan-
cias y grupos sociales. La democratización y la
modernización aparecían como objetivos pri-
mordiales, sin reparar demasiado, en esos mo-
mentos, en otros aspectos tales como la legiti-
midad y la calidad del servicio público, ni en la
incidencia de la justicia en el sistema político, o
su irrupción novedosa y con intensidad en los
medios de comunicación social.
11.2) La situación actual
Se ha señalado por la doctrina que las dos
funciones tradicionales y básicas de la Adminis-
tración de Justicia son el mantener la paz social
y dirimir las controversias; estando los proble-
mas de la justicia por tanto, en correlación con
los problemas de la sociedad, que hoy son los
de los de las sociedades industriales avanzadas
(García Cotarelo y de Blas Guerrero, 1987: 259-
260).
Pues bien, lo anterior nos conduce a una pri-
mera aproximación acerca de los cambios esen-
dales, producidos en más de una década en la
sociedad española desde la aprobación del Tex-
to Constitucional, a los que la justicia debía dar
cumplida y eficaz respuesta. Así, entre ellos,
podríamos citar los siguientes: el aumento pro-
gresivo de la conflictividad social y por ende de
la litigiosidad; la crisis económica y los nuevos
problemas socio-laborales; la aparición pública
del fenómeno, no novedoso por otro lado, de la
corrupción política y administrativa; la mayor
conciencia ciudadana en relación al respeto y
garantía de sus derechos; la mayor presencia e
incidencia del derecho europeo y del internacio-
nal en una sociedad más global e interdepen-
diente; los nuevos delitos de carácter económi-
co; los problemas sociales fruto de la margina-
ción social; la progresiva aplicación del derecho
privado frente a una excesiva publificación del
mismo y la necesidad de una economía menos
regulada e intervenida; la aparición del arbitraje
y la negociación como alternativas a los proce-
sos judiciales; la irrupción de la informática y de
las nuevas tecnologías; y la progresiva plurali-
dad de la sociedad española al hacerse cada vez
más multilingúe y pluricultural, fruto del desa-
rrollo y consolidación de nuestro Estado de las
Autonomías.
Frente a esta nueva realidad política, econó-
míca y social, y en el marco y contexto de una
crisis del Estado que tiene múltiples manifesta-
ciones, para el periodo que va desde 1978 hasta
el momento actual, la justicia en España podría
caracterizarse básicamente por las siguientes
notas: a) un aumento considerable de sus parti-
das presupuestarias; b) un incremento notable
de los medios humanos, o personas, trabajando
en este servicio público; c) un crecimiento nota-
ble de los medios materiales y, en particular, la
construcción de nuevas instalaciones y la dota-
ción de los medios auxiliares; si bien el esfuerzo
es aún insuficiente, para las necesidades existen-
tes de partida; d) la nueva Planta judicial fruto
de la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Planta
y Demarcación Judicial; e) la institucionaliza-
ción en el sistema político del órgano de gobier-
no de los jueces, es decir el Consejo General del
Poder Judicial, dotándole de una propia «orga-
nización medial» a su servicio, de medios perso-
nales y materiales suficientes y por último, atri-
buyéndosele recientemente la potestad presu-
puestaria, de la que careció inicialmente; f) un
aumento progresivo de la litigiosidad, fruto de
la mayor demanda de justicia de los españoles,
siendo espectacular el número de asuntos ingre-
sados y resueltos, especialmente por las Salas de
la Jurisdicción Contencioso-Administrativa; y g)
nuevas leyes procesales, actualizando y moder-
nizando los procedimientos, configurados por
normas precedentes anteriores a la democracia.
La situación actual ha sido diagnosticada co-
mo la de un panorama del que forman parte,
superponiéndose a modo de estratos geológicos,
viejos lastres burocráticos pero también formas
inéditas y más ricas de entender la profesionali-
dad; atávico déficit de funcionalidad pero asi-
mismo una nueva cultura constitucional del
ejercicio de la función; incremento de las cifras
ministeriales de inversiones, sí pero de la misma
endémica ausencia de diseño global. Y, además,
nuevos problemas creados por las demandas de
intervención en materias altamente conflictivas
y de extraordinaria densidad política...; y las
apuntadas dudas de legitimidad política, que
son más bien la reducción política-instrumental
y oportunista de un complejo asunto, al menos
en la Constitución española bastante resuelto
(Perfecto Andrés Ibáñez, 1995: 3-4).
113) Los problemas propios y sus posibles
soluciones
Junto a los problemas actuales, fruto de la
incardinación y relación del servicio público de
lajusticia con las demás instituciones de nuestro
sistema político, algunos de los cuales se han
mencionado precedentemente, dicho servicio
público posee además unos problemas propios
derivados de su idiosincrasia, de los que desta-
caría los siguientes:
a) El servicio público de la justicia necesita
una mayor legitimidad, ya que, al igual que el
resto de los poderes públicos, la legitimidad es
hoy día no sólo de origen sino también de re-
sultados, no pudiéndose producir una disocia-
ción entre lo normativo y los hechos, o lo que
es lo mismo, entre la norma y la sociedad.
La legitimación del servicio público de lajus-
ticia viene dada fundamentalmente por el grado
de opinión y de satisfacción existente en los
usuarios de la misma. En este sentido una re-
ciente encuesta, fruto de los datos existentes en
el Centro de Investigaciones Sociológicas, nos re-
vela básicamente en primer lugar, que la opinión
de los españoles considera que progresivamente
el funcionamiento de aquella ha empeorado res-
pecto a los años anteriores, consolidándose esta
tendencia aunque de forma atenuada en 1995; y
en segundo lugar, que la estimación de los espa-
ñoles es que las leyes penales no se aplican a
todos por igual, o lo que es lo mismo, que el
ststema judicial es injusto y no es igual para to-
dos en España (Rosario Alvarez, 1995: 44-47).
Pero es que, además, los propios profesionales de
lajusticia también son conscientes y partícipes de
la insatisfacción ciudadana y de la necesidad de
cambios profundos, lo que prácticamente equiva-
le a su refundación (José-Juan Toharia, 1994).
Sobre la cuestión de la satisfacción de los
usuarios de la justicia hemos de señalar tam-
bién, que no es sólo una cuestión sectorial y
baladí, sino que se encuentra en el seno de las
transformaciones del Estado democrático y es
una manifestación de la nueva sensibilidad de la
conciencia política en la llamada sociedad actual
de consumo (Javier Otaola, 1989: especialmente
p. 247). No obstante, hay que resaltar que la ima-
gen de la justicia choca principalmente con dos
inconvenientes difíciles de partida: uno sería la
propia realidad de la misma, que deja siempre
insatisfecha a una parte de los demandantes, con
lo que la imagen total de satisfacción es imposi-
ble; y el otro, el hecho de que la justicia, a dife-
rencia de otros servicios públicos, tiene gran di-
ficultad en comunicar y valorizar su acción, he-
cho común en diversos paises de nuestro entorno
europeo (entre otros Pierre Kramer: 1991).
b) La obviedad y la necesidad de un consen-
so de todas las fuerzas políticas en el Parlamen-
to, o un «pacto de Estado», para dar solución a
los problemas existentes a través de leyes y/o de
otros acuerdos de carácter no normativo, así co-
mo la necesidad de que en la solución de los
problemas de la justicia y en sus actuaciones, se
cuente no sólo con la opinión de los jueces, sino
también con la opinión de los demás profesio-
nales que trabajan en el servicio público de la
justicia, integrándolos y haciéndoles partícipes
de ella. Y además, que se tenga en cuenta la
opinión y las alternativas propuestas por otros
actores importantes en el servicio público de la
justicia, que no trabajan vinculados a él sino
directamente para los ciudadanos, es decir los
abogados y procuradores.
e) Una nueva configuración del Consejo
General del Poder Judicial parece también ne-
cesaria, para que éste sea no sólo un órgano de
gobierno de y para los jueces, sino para todos
los actores y afectados por el servicio público de
la justicia. Para ello entre otras medidas, el
Consejo General del Poder Judicial debería
avocar las competencias y medios que actual-
mente tiene el Ministerio de Justicia. El hecho
de la no reelección de los miembros del Consejo
General del Poder Judicial no asegura su inde-
pendencia real, ya que, de hecho, los miembros
del mismo, a su vez, en ocasiones proceden pre-
viamente o, en su caso, aspiran a ser nombrados
por el mismo sistema de cuotas de los partidos
para otros órganos de regulación y relevancia
Constitucional (así el Tribunal Constitucional,
el Tribunal de Cuentas o el Consejo de Estado).
Además, esa dependencia política de los parti-
dos políticos por el sistema de elección, que ob-
viamente politiza y sobre todo «vincula» a los
partidos a los miembros del Consejo General
del Poder Judicial, no queda ahí sino que se
traslada y extiende a toda la organización judi-
cial, ya que tanto el nombramiento de los ma-
gistrados del Tribunal Supremo como los Pre-
sidentes de los órganos colegiados (Audiencias
y Tribunales) se hace por un sistema auténtico
de «cooptación» y acuerdos políticos, donde los
méritos y la experiencia profesional ocupan un
lugar secundario. Los ascensos significativos en
la carrera judicial quedan así politizados, en de-
trimento del mandato constitucional del mérito
y la capacidad. Junto a lo anterior, no hay que
olvidar tampoco, la competencia de propuesta
del Consejo General del Poder Judicial de dos
magistrados para el Tribunal Constitucional,
así como de algunos de los miembros de la Jun-
ta Electoral Central, instituciones ambas de in-
cidencia relevante en la dinámica de nuestro sis-
tema político.
d) Hace falta un diseño global de la justicia
y de las políticas públicas referentes al servicio
de lajusticia, que deberán estar clarificadas, pa-
ra facilitar la racionalidad y la flexibilidad má-
ximas en su elaboración, definición, asignación,
implementación y evaluación, dentro de un plan
estratégico y global de las mismas. Las políticas
públicas del servicio público de la justicia, de-
berían distinguir claramente entre los niveles
macro y los niveles micro; es decir, lo que serían
decisiones estratégicas dentro de un plan de ac-
tuaciones, con las actuaciones propiamente di-
chas y diarias en el marco y ámbito de la Ofici-
na Judicial y sus distintas tipologías.
La realidad cotidiana de la justicia y la inme-
diación del contacto de ésta con los ciudadanos,
de la que se deriva por tanto su opinión y legi-
timidad, se realiza básicamente a través de la
Oficina Judicial. La modernización y tecnifica-
ción de la misma, parece una condición impres-
cindible para su eficaz funcionamiento, revalo-
rizando y potenciando el papel del Secretario
Judicial no sólo como fedatario público e im-
pulsor de la actividad procesal del órgano juris-
diccional, sino también como directivo de la
misma, sin necesidad de dependencia orgánica
ni de supervisión del juez.
e) Es necesario además introducir una nue-
va «cultura de la gestión» para conocer en pri-
mer lugar la realidad, luego tomar decisiones y
ejecutarlas eficientemente. La cultura de la «ge-
rencía pública» parece que es una necesidad
tanto a nivel orgánico (en el Consejo General
del Poder Judicial y demás órganos jurisdiccio-
nales unipersonales y colegiados), como a nivel
procedimental o de actuaciones, separándose lo
que es puramente administrativo o de gestión,
de lo estrictamente jurisdiccional (en ese senti-
do, véase en la doctrina Canales Aliende, 1991).
f) Es necesario también un nuevo Estatuto
Orgánico para el Ministerio Fiscal, que venga a
sustituir el aprobado por la Ley Orgánica 50/
1981, de 30 de diciembre, por el que la depen-
dencia de éste del poder ejecutivo desaparezca y
pase a ser un auténtico defensor de la legalidad
y de la garantía de los derechos de los ciudada-
nos. El papel del Ministerio Fiscal debe pasar a
ser más institucional y menos, un instrumento
al servicio coyuntural del Gobierno y del parti-
do gobernante.
y) Por otro lado, aparece como evidente la
necesidad de la formación continua de todo el
personal al servicio de la Justicia, personal judi-
cial y no judicial, en temas jurídicos y no
jurídicos. Dentro de éstos últimos destacaría la
formación en los conocimientos, técnicas y ha-
bilidades que en gestión pública hoy son nece-
sarios en cualquier institución y servicio públi-
co. La formación es un instrumento clave den-
tro del proceso de modernización y profesiona-
lización del servicio público de la justicia, como
la experiencia de otros servicios públicos de-
muestra suficientemente.
la) Junto a lo anterior, en lo referente a la
configuración y funcionamiento de los órganos
jurisdiccionales, se propone, entre otras medi-
das, las siguientes: La especialización de los ór-
ganos jurisdiccionales y de los miembros de la
carrera judicial destinados en los mismos; un
sistema de reclutamiento de los miembros de la
carrera judicial, acorde con las necesidades ac-
tuales, y un replanteamiento, por fracasado y no
suficientemente idóneo, del sistema de selección
judicial de los llamados «tercer» y «cuarto» tur-
no; la garantía ciudadana de unos órganos ju-
rtsdiccionales independientes e imparciales, de-
recho del que se derivan importantes exigencias,
y en concreto la de la inamovilidad y la de la
duración del mandato de sus miembros; una
simplificación, clarificación y racionalización de
las comunicaciones y notificaciones judiciales,
tendentes a evitar un estilo en el lenguaje, mu-
chas veces confuso u oscuro para sus destinata-
rios; una reducción legal del contenido de la lla-
mada «discrecionalidad técnica», a fin de garan-
tizar una capacidad y posibilidad real de
aumentar las posibilidades de control de los po-
deres públicos; la puesta en marcha de las pre-
vistas Salas y Juzgados de lo Contencioso-Ad-
ministrativo; la dependencia real del poder judi-
cial de la policía judicial y la posibilidad de in-
tegrar en ésta, además de a la policía nacional,
a las policías autónomas y locales; la democra-
tización y potenciación de los Juzgados de Paz,
como forma de mayor cercanía de la justicia a
los ciudadanos; la ampliación de la acción po-
polar no sólo a la jurisdicción penal donde exis-
te, sino a las demás, como forma de participa-
ción popular en la justicia; el desarrollo del ar-
bitraje y la negociación como alternativas
previas, antes de acudir a los órganosjurisdiccio-
nales, y modo de resolver en éstos sólo los asun-
tos estrictamente necesarios; el desarrollo pleno
del Jurado como institución creada constitucio-
nalmente para la participación popular en lajus-
ticia; la reforma de los procedimientos jurisdic-
cionales en base a la celeridad, ya que, conforme
a un clásico aforismo «la justicia tardía no es
justicia»,se requiere que dichos procedimientos
se rijan por los principios de oralidad, inmedia-
ción, concentración y buena fe procesales; y el
establecimiento de un sistema de recursos ade-
cuado, para garantizar plena y suficientemente a
los ciudadanos la seguridad jurídica, la igualdad
ante la ley y la interdicción de la arbitrariedad,
que reconoce y garantiza el texto constitucional.
1) Y por último, entre otros problemas, aun-
que no por ello menos importantes, la operativi-
dad y la celeridad en la ejecución de las senten-
cias. La justicia que es lenta, además, no culmina
con la sentencia sino con su plena ejecución. El
proceso de ejecución además de rápido para con-
seguir el inmediato cumplimiento de lo juzgado,
debe complementarse con un ordenado y eficaz
sistema de medidas cautelares. Especialmente
grave es en muchas ocasiones la inactividad o el
retraso consciente y deliberado de los poderes
públicos en cumplir las sentencias, máxime en
materias que implican el resarcimiento o la in-
demnización de carácter económico.
III. Perspectivas de futuro
y algunas propuestas
de modernización
- ‘t ~t
1. Breve planteamiento general
Podemos decir sin lugar a ninguna duda, que
el servicio público de la justicia está ciertamente
en crisis, al igual de lo que ocurre en otros
países de nuestro entorno. Ahora bien esta cri-
sis, a pesar de lo mucho hecho hasta ahora para
su mejora y modernización, posee característi-
cas derivadas de la propia contingencia de este
servicio público y de la indudable peculiaridad
de sus actuaciones y prestaciones públicas, a lo
que se añade el papel que éste ocupa en el con-
texto actual de nuestro sistema político y social.
El servicio público de la justicia se inserta y
actúa como un poder del Estado y, al igual que
los demás, es hoy necesario para su legitimidad,
que su estructura, actuaciones y controles sean
simultáneamente democráticos y eficaces.
Las notables y meritorias reformas operadas,
principalmente de carácter orgánico, procedi-
mental y presupuestario, siendo necesarias y ur-
gentes, no son suficientes, ya que el servicio pú-
blico de la justicia y el poder judicial, necesitan
replantearse su papel y legimidad en el contexto
actual del sistema político y social español.
2. Los problemas más destacables
en el contexto político actual
Concretando lo anterior, algunos de los pro-
blemas pendientes que necesitan ser abordados
y resueltos serían, en mi opinión, los siguientes:
a) la determinación de la responsabilidad insti-
tucional y personal del Consejo General del Po-
der Judicial y de sus miembros, ya que al igual
que el resto de las instituciones, no pueden ser
zonas exentas de responsabilidad en un sistema
democrático; b) la concreción y ampliación a los
supuestos necesarios de la responsabilidad de
los jueces, ya que una cosa es la independencia
judicial y otra la inmunidad y la irresponsabili-
dad absolutas, impropias de un Estado de De-
recho; c) la transformación del sistema actual de
la elección de los miembros del Consejo del Po-
der Judicial, ya que el sistema de «cuotas» por
elección parlamentaria y, en última instancia, de
vinculación a los partidos políticos no parece
haber dado los resultados esperados y requeri-
dos de imparcialidad en sus miembros y de agi-
lidad suficiente al órgano colegiado de Gobier-
no de los jueces; d) la incardinación del servicio
público de la justicia y de sus recursos humanos
en la realidad actual del nuevo mapa del Estado
de las Autonomías. Subsiste el problema de la
unidad, no uniformidad, del servicio público de
la justicia y del poder judicial dentro de la di-
versidad territorial, lingtiística y cultural de
nuestro sistema político-administrativo; e) un
nuevo replanteamiento de las relaciones y del
control judicial de la totalidad de los distintos
poderes públicos ahora existentes. En este senti-
do, hay que destacar que el Estado de Derecho
y el sometimiento al ordenamiento jurídico de
todos los poderes públicos, no implica necesaria-
mente un control jurisdiccional de todas las ac-
tuaciones de aquellos (entre otros, Embid Irujo,
1991: especialmente p. 61 y ss.);f) el deslinde ne-
cesario y la clarificación acerca de la responsabi-
lidad política, penal y, en su caso, de la acumu-
lación de ellas; y) la necesidad de nuevas cate-
gorías jurídicas adecuadas al contexto social
presente y la distinción clara entre cuestiones
jurídicas strictu sensu, hechos, y decisiones de
políticas públicas (recientemente, Edley ir., 1994:
especialmente p. 5 y ss.); Ii) el deslinde claro de
las competencias entre la jurisdicción ordinaria y
el Tribunal Constitucional, como garante éste úl-
timo del espíritu y del texto constitucional, y por
tanto de la legitimidad del sistema político.
IV. Breve epilogo
L os problemas de la justicia y del ser-vicio público que la presta, sin per-
juicio de sus propias peculiaridades
y características señaladas inicialmente, se de-
ben contemplar en un contexto mucho más am-
plio y dentro de una visión global del sistema y
dinámica políticas, en dónde se insertan y ac-
túan sus diversos actores e instituciones.
La crisis actual del modelo de la justicia y la
necesidad de un cambio con nuevas alternativas
para su funcionamiento eficaz y eficiente, para
así dar respuestas a las demandas y a las insa-
tisfacciones de los ciudadanos, pienso que es,
sobre todo y ante todo, un problema de legiti-
midad política y funcional, así como de imagen,
dentro de un adecuado diseño global y estraté-
gico.
La justicia debe intentar responder a lo que
la ciudadanía espera de ella y no sólo a lo que
sus actores piensan que deba ser. Las soluciones
procesales, orgánicas y presupuestarias no son
suficientes, sin perjuicio de ser necesarias, ya
que además de éstas, el servicio público de la
justicia debe ser transparente, accesible y eficaz;
y no estar y actuar de forma endogámica, sin
ninguna relación con la sociedad civil y el resto
de las instituciones públicas.
El momento actual hace necesario más que
nunca (como ha puesto de relieve, entre otros,
Perfecto Andrés Ibáñez, 1995: p. 12) potenciar
la reflexión sobre el poder judicial y su entorno,
para contribuir a crear una cultura democrática
de la jurisdicción, todavía en buena parte ine-
xistente en nuestra sociedad (y significativa-
mente en algunos medios del poder político).
Ello es tan imprescindible para fortalecer la po-
sición independiente del juez, en tanto que fac-
tor de democracia en sus relaciones con los de-
más poderes, como para evitar eventuales abu-
sos de la función judicial.
Ahora bien, la función jurisdiccional, si bien
debe actuar como control de los otros poderes
públicos y asumir frente a éstos y los ciudada-
nos su responsabilidad propia, no debe confun-
dirse ni debe ser un sustituto de la profundiza-
ción democrática ni del régimen parlamentario,
debiéndose potenciar el papel de éste en nuestro
sistema democrático (Andrés de Blas Guerrero,
1994: p. 4).
Además de profundizar y reforzar el control
electoral y los mecanismos de la democracia re-
presentativa, no debería existir una excesiva ju-
dicialización de la vida política, a la larga per-
niciosa para el propio Estado democrático, sino
que lo que se debería hacer es vigorizar los ins-
trumentos de control y, en particular, los de
control político (Manuel Aragón, 1994: p. 5).
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La vida política en los últimos años se ha
judicializado y esto ha sido una última desgra-
cia que se le ha venido a añadir a nuestra Ad-
ministración de Justicia. En el umbral de un
cambio inaplazable y forzosamente revolucio-
nario, se ha visto de pronto catapultada bajo los
focos de los medios de comunicación y para col-
mo no se puede entrar a reformar a quien está
enjuiciando a los encargados de realizar la re-
forma (José-Juan Toharia, 1944).
El cambio del servicio público de la justicia
es necesario, urgente y demandado por todos,
pero requiere reflexión y acción en el momento
adecuado, y ello sin perder de vista su conexión
y su lugar en el conjunto del sistema político
español.
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